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OFICIO                     220- 230405   26 DE SEPTIEMBRE DE 2023 
  
ASUNTO                  CAPITALIZACIÓN DE SOCIEDAD POR ACCIONES  
                                 SIMPLIFICADA CON PARTICIPACIÓN PÚBLICA  
                                 MAYORITARIA 
 
Me refiero a la comunicación radicada con el número de la referencia, mediante la cual 
la Oficina Asesora Jurídica del Departamento Nacional de Planeación pone en 
conocimiento de esta Oficina su consulta en la cual formula una serie de preguntas 
relacionadas con la capitalización de sociedades por acciones simplificadas cuyo 
accionista mayoritario es una entidad territorial, en los siguientes términos: 
 

“¿Es posible realizar la capitalización de una sociedad por acciones simplificadas 
cuyo accionista mayoritario es una entidad territorial a través de un proyecto de 
inversión pública por medio de la compra de acciones? 
 
¿A través de qué medio, figura jurídica o financiera una entidad territorial puede 
capitalizar una sociedad por acciones simplificada en la que cuenta con una 
participación mayoritaria? 
 
¿Cuáles son los requisitos para realizar la capitalización de una sociedad por 
acciones simplificadas a través de la compra de acciones? cabe mencionar que 
el accionista mayoritario es una entidad territorial” (SIC) 

 
Previamente a responder sus inquietudes, debe señalarse que, en atención al derecho 
de petición en la modalidad de consulta, la Superintendencia de Sociedades con 
fundamento en los artículos 14 y 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, emite conceptos de carácter general y abstracto sobre las 
materias a su cargo, que no se dirigen a resolver situaciones de orden particular, ni 
constituyen asesoría encaminada a solucionar controversias, o determinar 
consecuencias jurídicas derivadas de actos o decisiones de los órganos de una 
sociedad determinada. A su vez, sus respuestas a las consultas no son vinculantes ni 
comprometen la responsabilidad de la Entidad. 
 
Con el alcance indicado, este Despacho procede a responder sus inquietudes en los 
siguientes términos: 
 

“¿Es posible realizar la capitalización de una sociedad por acciones 
simplificadas cuyo accionista mayoritario es una entidad territorial a través 
de un proyecto de inversión pública por medio de la compra de acciones?” 
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Frente a esta inquietud, esta Oficina comparte la concepción del Departamento 
Nacional de Planeación comunicada al consultante mediante oficio 20233200519341 
de 15 de agosto de 2023 en el sentido que: 
 

“(…) resulta claro que las entidades territoriales en el marco de su autonomía y 
a efectos de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 148 de la Ley 1753 
de 2015, modificado mediante el artículo 38 de la Ley 1955 de 2019, así como 
en la Resolución 3832 de 2019 del MHCP, están llamadas a aplicar la MCPGP 
y el Catálogo de Productos de la MGA y en consecuencia, son ellas quienes 
deben determinar si en los citados instrumentos se contempla un programa 
orientado a resultados, cuyos elementos constitutivos le permitan formular un 
proyecto de inversión que comprenda actividades como las descritas en la 
consulta, esto es, la compra de acciones para capitalizar una S.A.S en la cual la 
entidad territorial es accionista. 

 
En todo caso, en el marco de la consulta, la propuesta de un proyecto destinado 
a capitalizar una empresa debería estar alineada con los objetivos a nivel de 
planes y programas, justificada desde la prioridad del gasto social y generar una 
evaluación ex ante que permita analizar que los beneficios en términos 
económicos superan los costos de la inversión para la sociedad en su conjunto, 
atendiendo prioritariamente necesidades colectivas de la población.” 

 
Por lo tanto, son las entidades territoriales, en el marco de su autonomía, quienes deben 
determinar si un proyecto de inversión pública, que comprenda la destinación de 
recursos públicos para la capitalización de una sociedad por acciones simplificada 
donde ésta es accionista, cumple con todos los requisitos y elementos requeridos por 
la normatividad para su ejecución. 
 
Ahora bien, antes de pronunciarse las siguientes inquietudes, es preciso analizar el 
régimen jurídico que gobierna las sociedades de economía mixta, contenido en la 
normatividad, pronunciamientos jurisdiccionales y conceptos jurídicos, que se 
relacionan a continuación: 
 

- Código de Comercio. 
 
“ARTÍCULO 461. Son de economía mixta las sociedades comerciales que se 
constituyen con aportes estatales y de capital privado. 
 
Las sociedades de economía mixta se sujetan a las reglas del derecho privado 
y a la jurisdicción ordinaria, salvo disposición legal en contrario. 
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ARTÍCULO 462. En el acto de constitución de toda sociedad de economía mixta 
se señalarán las condiciones que para la participación del Estado contenga la 
disposición que autorice su creación; el carácter nacional, departamental o 
municipal de la sociedad; así como su vinculación a los distintos organismos 
administrativos, para efectos de la tutela que debe ejercerse sobre la misma. 
 
ARTÍCULO 463. En las sociedades de economía mixta los aportes estatales 
podrán consistir, entre otros, en ventajas financieras o fiscales, garantía de las 
obligaciones de la sociedad o suscripción de los bonos que la misma emita, 
auxilios especiales, etc. El Estado también podrá aportar concesiones. 
 
ARTÍCULO 464. Cuando los aportes estatales sean del noventa por ciento 
(90%,) o más del capital social, las sociedades de economía mixta se someterán 
a las disposiciones previstas para las empresas industriales o comerciales del 
Estado. En estos casos un mismo órgano o autoridad podrá cumplir las 
funciones de asamblea de accionistas o junta de socios y de junta directiva. 
 
(…) 
 
ARTÍCULO 468. En lo no previsto en los artículos precedentes y en otras 
disposiciones especiales de carácter legal, se aplicarán a las sociedades de 
economía mixta, y en cuanto fueren compatibles, las demás reglas del presente 
Libro.” (Resaltado fuera del texto). 
 
- Ley 489 de 1998. 
 
“ARTÍCULO 38. Integración de la Rama Ejecutiva del Poder Público en el orden 
nacional. La Rama Ejecutiva del Poder Público en el orden nacional, está 
integrada por los siguientes organismos y entidades: 
 
(…) 
 
2. Del Sector descentralizado por servicios: 
 
(…) 
 
f) Las sociedades públicas y las sociedades de economía mixta; 
 
(…) 
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PARÁGRAFO 1°. Las sociedades públicas y las sociedades de economía mixta 
en las que el Estado posea el noventa por ciento (90%) o más de su capital 
social, se someten al régimen previsto para las empresas industriales y 
comerciales del Estado. 
 
(…) 
 
ARTÍCULO 85. Empresas industriales y comerciales del Estado. Las empresas 
industriales y comerciales del Estado son organismos creados por la ley o 
autorizados por ésta, que desarrollan actividades de naturaleza industrial o 
comercial y de gestión económica conforme a las reglas del Derecho Privado, 
salvo las excepciones que consagra la ley, y que reúnen las siguientes 
características: 
 
(…) 
 
A las empresas industriales y comerciales del Estado y a las sociedades de 
economía mixta se les aplicará en lo pertinente los artículos 19, numerales 2°, 
4°, 5°, 6°, 12, 13, 17, 27, numerales 2°, 3°, 4°, 5°, y 7°, y 183 de la Ley 142 de 
1994. 
 
(…) 
 
ARTÍCULO 93. Régimen de los actos y contratos. Los actos que expidan las 
empresas industriales y comerciales del Estado para el desarrollo de su actividad 
propia, industrial o comercial o de gestión económica se sujetarán a las 
disposiciones del Derecho Privado. Los contratos que celebren para el 
cumplimiento de su objeto se sujetarán a las disposiciones del Estatuto General 
de Contratación de las entidades estatales. 
 
ARTÍCULO 94. Asociación de las empresas industriales y comerciales del 
Estado. Las empresas y sociedades que se creen con la participación exclusiva 
de una o varias empresas industriales y comerciales del Estado o entre éstas y 
otras entidades descentralizadas y entidades territoriales se rigen por las 
disposiciones establecidas en los actos de creación, y las disposiciones del 
Código de Comercio. Salvo las reglas siguientes: 
 
(…) 
 
4. Régimen jurídico 
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El funcionamiento y en general el régimen jurídico de los actos, contratos, 
servidores y las relaciones con terceros se sujetarán a las disposiciones del 
derecho privado, en especial las propias de las empresas y sociedades previstas 
en el Código de Comercio y legislación complementaria. 
 
(…) 
 
ARTÍCULO 97. SOCIEDADES DE ECONOMÍA MIXTA. Las sociedades de 
economía mixta son organismos autorizados por la ley, constituidos bajo la forma 
de sociedades comerciales con aportes estatales y de capital privado, que 
desarrollan actividades de naturaleza industrial o comercial conforme a las 
reglas de Derecho Privado, salvo las excepciones que consagra la ley. 
 
Las inversiones temporales de carácter financiero no afectan su naturaleza 
jurídica ni su régimen. 
 
PARÁGRAFO. Los regímenes de las actividades y de los servidores de las 
sociedades de economía mixta en las cuales el aporte de la Nación, de entidades 
territoriales y de entidades descentralizadas, sea igual o superior al noventa 
(90%) del capital social es el de las empresas industriales y comerciales del 
Estado.” (Se subraya). 
 
Ley 142 de 1994. 
 
“ARTÍCULO 19. Régimen Jurídico de las empresas de servicios públicos. Las 
empresas de servicios públicos se someterán al siguiente régimen jurídico: 
 
(…) 
 
19.2. La duración podrá ser indefinida. 
 
(…) 
 
19.4. Los aumentos del capital autorizado podrán disponerse por decisión de la 
Junta Directiva, cuando se trate de hacer nuevas inversiones en la 
infraestructura de los servicios públicos de su objeto, y hasta por el valor que 
aquellas tengan. La empresa podrá ofrecer, sin sujeción a las reglas de oferta 
pública de valores ni a las previstas en los artículos 851, 853, 855, 856 y 858 del 
Código de Comercio, las nuevas acciones a los usuarios que vayan a ser 
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beneficiarios de las inversiones, quienes en caso de que las adquieran, las 
pagarán en los plazos que la empresa establezca simultáneamente con las 
facturas del servicio. 
 
19.5. Al constituir la empresa, los socios acordarán libremente la parte del capital 
autorizado que se suscribe. 
 
19.6. Serán libres la determinación de la parte del valor de las acciones que deba 
pagarse en el momento de la suscripción, y la del plazo para el pago de la parte 
que salga a deberse. Pero la empresa informará, siempre, en sus estados 
financieros, qué parte de su capital ha sido pagado y cual no. 
 
(…) 
 
19.12. La empresa no se disolverá sino por las causales previstas en los 
numerales 1 y 2 del artículo 457 del Código de Comercio, o en el evento de que 
todas las acciones suscritas lleguen a pertenecer a un accionista. 
 
19.13. Si se verifica una de las causales de disolución, los administradores están 
obligados a realizar aquellos actos y contratos que sean indispensables para no 
interrumpir la prestación de los servicios a cargo de la empresa, pero darán aviso 
inmediato a la autoridad competente para la prestación del servicio y a la 
Superintendencia de servicios públicos, y convocarán inmediatamente a la 
asamblea general para informar de modo completo y documentado dicha 
situación. De ninguna manera se ocultará a los terceros con quienes negocie la 
sociedad la situación en que esta se encuentra; el ocultamiento hará 
solidariamente responsables a los administradores por las obligaciones que 
contraigan y los perjuicios que ocasionen. 
 
(…) 
 
19.17. En el caso de empresas mixtas, cuando el aporte estatal consista en el 
usufructo de los bienes vinculados a la prestación del servicio público, su 
suscripción, avalúo y pago, se regirán íntegramente por el derecho privado, 
aporte que de acuerdo con lo dispuesto en el Código de Comercio, incluirá la 
regulación de las obligaciones del usufructuario, en especial en lo que se refiere 
a las expensas ordinarias de conservación y a las causales de la restitución de 
los bienes aportados. 
 
(…)” 
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“ARTÍCULO 27. Reglas especiales sobre la participación de entidades públicas. 
La Nación, las entidades territoriales, y las entidades descentralizadas de 
cualquier nivel administrativo que participen a cualquier título en el capital de las 
empresas de servicios públicos, están sometidas a las siguientes reglas 
especiales: 
 
(…) 
 
27.2. Podrán enajenar sus aportes, para lo cual se tendrán en cuenta sistemas 
que garanticen una adecuada publicidad y la democratización de la propiedad 
de conformidad con esta Ley y en desarrollo del precepto contenido en el artículo 
60 de la Constitución Política. 
 
27.3. Deberán exigir a las empresas de servicios públicos, una administración 
profesional, ajena a intereses partidistas, que tenga en cuenta las necesidades 
de desarrollo del servicio en el mediano y largo plazo. Al mismo tiempo es 
derecho suyo fijar los criterios de administración y de eficiencia específicos que 
deben buscar en tales empresas las personas que representen sus derechos en 
ellas, en concordancia con los criterios generales que fijen las comisiones de 
regulación. 
 
Para estos efectos, las entidades podrán celebrar contratos de fiducia o mandato 
para la administración profesional de sus acciones en las empresas de servicios 
públicos, con las personas que hagan las ofertas más convenientes, previa 
invitación pública. 
 
27.4. En las empresas de servicios públicos con aportes oficiales son bienes de 
la Nación, de las entidades territoriales, o de las entidades descentralizadas, los 
aportes hechos por ellas al capital, los derechos que ellos confieren sobre el 
resto del patrimonio, y los dividendos que puedan corresponderles. A tales 
bienes, y a los actos o contratos que versen en forma directa, expresa y exclusiva 
sobre ellos, se aplicará la vigilancia de la Contraloría General de la República, y 
de las contralorías departamentales y municipales, mientras las empresas no 
hagan uso de la autorización que se concede en el inciso siguiente. 
 
El control podrá ser realizado por empresas privadas colombianas escogidas por 
concurso público de méritos y contratadas previo concepto del Consejo de 
Estado o del Tribunal Administrativo competente, según se trate de acciones o 
aportes nacionales o de las entidades territoriales. 
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27.5 Las autoridades de las entidades territoriales, sin perjuicio de las 
competencias asignadas por la Ley, garantizarán a las empresas oficiales de 
servicios públicos, el ejercicio de su autonomía administrativa y la continuidad 
en la gestión gerencial que demuestre eficacia y eficiencia. No podrán anteponer 
a tal continuidad gerencial, intereses ajenos a los de la buena prestación del 
servicio. 
 
(…) 
 
27.7. Los aportes efectuados por la nación, las entidades territoriales y las 
entidades descentralizadas de cualquier nivel administrativo a las empresas de 
servicios públicos, se regirán en un todo por las normas del derecho privado.” 
 
(…) 
 
“ARTÍCULO 183. Capitalización de las Empresas de servicios públicos. Los 
bienes que la Nación, las entidades territoriales o las entidades descentralizadas 
de aquella y éstas posean en las empresas de servicios públicos, de que trata la 
presente Ley, los pasivos de cualquier naturaleza que estas entidades tengan 
con aquellas y los pasivos que las mismas entidades tengan a favor de cualquier 
otra, y que hayan sido avalados por la Nación, las entidades territoriales o las 
entidades descentralizadas de aquella y éstas, podrán ser convertidos en 
acciones de las empresas de servicios.” 
 
- Sentencia C-671 de 5 de septiembre de 2007 
 
"La Corte, en varias decisiones ha referido explícitamente al régimen jurídico que 
cobija los actos propios de las empresas industriales y comerciales del Estado, 
y al respecto ha señalado que, (i) son entidades de naturaleza jurídica pública 
aunque por razón de su objeto sus actos se rigen por el derecho privado sin que 
por ello se elimine dicha naturaleza jurídica, (ii) en cuanto a su objeto institucional 
se rigen por las normas del derecho privado, (iii) son entidades estatales sujetas 
a las normas del derecho público aunque el legislador puede señalarles una 
regulación especial con remisión al derecho privado dada la naturaleza de las 
actividades que desarrollan, similares a las que ejecutan los particulares y al no 
comprender el ejercicio exclusivo de funciones administrativas, sin que ello 
signifique que su régimen sea estrictamente de derecho privado ni que se 
encuentren excluidas del derecho público ya que tienen un régimen especial que 
cobija ambas modalidades, (iv) se les ha señalado un objeto comercial 
específico cuyo desarrollo se sujeta al derecho privado atendiendo la similitud 
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de las actividades que cumplen con las que desarrollan los particulares, por lo 
que se les otorga un tratamiento igualitario respecto a la regulación, imposición 
de límites y condicionamiento de sus actividades, y aplicación del respectivo 
régimen jurídico, en esta medida el precepto constitucional que consagra la libre 
competencia (art. 333) debe aplicarse en forma igualitaria tanto a las empresas 
particulares como a las que nacen de la actuación del Estado en el campo de la 
actividad privada, y (v) aunque se regulan por las normas y procedimientos de 
derecho privado y con un propósito lucrativo o rentable, se encuentran 
vinculadas a la Administración pública." 
 
Teniendo claro lo anterior, las sociedades de economía mixta se sujetan a las 
reglas del derecho privado, salvo cuando los aportes estatales sean del noventa 
por ciento (90%,) o más del capital social, pues en este evento estarán sometidas 
a las disposiciones previstas para las empresas industriales y comerciales del 
Estado. 
 

“¿A través de qué medio, figura jurídica o financiera una entidad 
territorial puede capitalizar una sociedad por acciones simplificada 
en la que cuenta con una participación mayoritaria? 
 
¿Cuáles son los requisitos para realizar la capitalización de una 
sociedad por acciones simplificadas a través de la compra de 
acciones? cabe mencionar que el accionista mayoritario es una 
entidad territorial” (SIC) 
 

Teniendo presente lo consignado en la respuesta a la primera pregunta, y previo 
a resolver el tema planteado, es del caso recordar que de acuerdo con el artículo 
45 de la Ley 1258 de 2008, las sociedades por acciones simplificadas, en lo no 
previsto en la ley, se rigen por las disposiciones contenidas en los estatutos 
sociales, por las normas legales que rigen a la sociedad anónima y, en su 
defecto, en cuanto no resulten contradictorias, por las disposiciones generales 
que rigen a las sociedades previstas en el Código de Comercio. 
 
Así pues, conforme a lo dispuesto por el artículo 9 de la Ley 1258 de 2008, la 
suscripción y pago del capital en una S.A.S., podrá hacerse en condiciones, 
proporciones y plazos distintos de los previstos en las normas contempladas en 
el Código de Comercio para las sociedades anónimas. 
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Con respecto al aumento del capital social de una sociedad por acciones, la 
Circular Básica Jurídica de esta Superintendencia lo instruye en los siguientes 
términos: 
 
“1.9. Aumento de capital social. El aumento de capital en sociedades por 
acciones puede, entre otros, operar a través de un contrato de suscripción de 
acciones o a través del pago del dividendo en acciones. 
(…) 
 
1.11. Aumento de capital por la suscripción de acciones. La suscripción de 
acciones es un contrato por el cual una persona se obliga a pagar un aporte a la 
sociedad de acuerdo con el reglamento respectivo y a someterse a sus 
estatutos. A su vez, la sociedad se obliga a reconocerle la calidad de accionista 
y a entregarle el título correspondiente. 
 
Para llevar a cabo la suscripción deberá disponerse de un reglamento de 
colocación de acciones que cumpla con los requisitos legales y que contenga la 
oferta de acciones. 
 
Para el caso de capitalización de pasivos, no es necesaria la emisión del 
reglamento mencionado. 
 
(…) 
 
1.13. Término de la oferta para emitir acciones. El término de la oferta para 
colocar acciones no podrá ser menor de quince días ni exceder de tres meses, 
contados a partir de la fecha de la expedición del aviso correspondiente. 
 
En atención a que los sábados resultan hábiles sólo cuando en las oficinas de 
administración de la sociedad se labora tales días, para determinar el cómputo 
de los días en que se efectúe la oferta, no podrán ser incluidos los sábados, si 
durante éstos no se labora ordinariamente en las oficinas de la administración. 
 
Tampoco se incluirán los domingos y festivos, aun cuando en las oficinas de 
administración se laboren dichos días. 
 
Podrá reducirse el plazo de la oferta a menos de quince días, siempre y cuando 
su modificación sea aceptada por todos sus destinatarios. Para tales efectos, 
aunque en el reglamento se fije el plazo de quince días, la aceptación podría 
darse al día siguiente de ser expedido el respectivo reglamento, por debajo del 
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término mínimo en éste expresado, siempre que se garantice a todos los 
destinatarios la posibilidad de suscribir. 
 
Si bien en las sociedades por acciones simplificadas se podrán acordar plazos 
distintos para la oferta y suscripción de acciones, lo dispuesto en este numeral 
se podrá aplicar de forma supletiva. 
 
1.14. Derecho de preferencia en la suscripción de acciones. El derecho de 
preferencia en la suscripción de acciones implica que cada accionista, antes que 
cualquier otro interesado, pueda suscribir preferentemente una cantidad 
proporcional de acciones a las que posea a la fecha de la oferta para la emisión 
de acciones y tiene las siguientes características: 
 
1.14.1. El derecho de preferencia en la suscripción de acciones, otorga la 
posibilidad de que los asociados mantengan en la sociedad su actual 
participación porcentual dentro de la composición del capital social y puedan con 
ello conservar el mismo poder patrimonial y político dentro del ente jurídico. 
 
1.14.2. No es necesario que se pacte en los estatutos, pues es un elemento de 
la naturaleza del contrato de sociedad, pero puede prescindirse de este derecho 
si así lo establecen los estatutos, porque el máximo órgano social de la sociedad 
así lo decida, según lo dispuesto en la ley aplicable o porque el accionista 
renuncia o cede su derecho de preferencia. 
 
1.14.3. Para el ejercicio del derecho de preferencia, los suscriptores serán los 
accionistas que figuren inscritos en el libro de registro de accionistas en la fecha 
en que se produzca el aviso de oferta o en caso de que se haya cedido dicho 
derecho, sus cesionarios. 
 
1.15. Plazo para negociar el derecho de suscribir acciones de los 
asociados. El derecho de suscripción de acciones es negociable a partir de la 
fecha del aviso de oferta y debido a que el plazo de la oferta no puede ser inferior 
a quince días, ni exceder de tres meses, quien tenga la condición de accionista, 
dentro de los plazos mencionados podrá negociar total o parcialmente su 
derecho a suscribir mediante carta dirigida a la sociedad con el nombre del 
cesionario o cesionarios. 
 
1.16. Ofrecimiento a terceros y fijación del precio. Cuando el máximo órgano 
social decida ofrecer las acciones o cuotas a asociados y/o terceros, deberá 
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hacerlo conforme a lo que se prevea en los estatutos y en el reglamento de 
colocación o suscripción de acciones. 
 
El máximo órgano social o la junta directiva, según sea el caso, podrán 
determinar libremente el precio al que serán ofrecidas la acciones siempre que 
se ofrezcan, como mínimo, a un precio igual a su valor nominal. 
 
En el evento en que se fije un valor superior al nominal, la diferencia entre el 
precio al que son ofrecidas las acciones y su valor nominal, se deberá cumplir lo 
dispuesto en el numeral 3.3. del capítulo III de la CBC, para la prima de emisión. 
 
1.17. Improcedencia de la exigencia de obligar al accionista a suscribir un 
monto mínimo de acciones. Cuando no haya sido excluido el derecho de 
preferencia para la suscripción de acciones por voluntad de los asociados, los 
accionistas tienen derecho a suscribir preferencialmente en toda nueva emisión 
de acciones una cantidad proporcional a las que posean en la fecha en que se 
apruebe el reglamento. No procede la obligación para los asociados de suscribir 
un monto mínimo o paquete de acciones en una nueva emisión de acciones, 
salvo que así se estipule en el contrato de sociedad. 
 
(…) 
 
1.19. Pago de dividendo en acciones. El capital social también se podrá 
aumentar por el pago de dividendo en acciones. Esta operación deberá tener en 
cuenta las siguientes reglas: 
 
1.19.1. No podrá distribuirse suma alguna por concepto de utilidades si éstas no 
se hallan justificadas en los estados financieros reales y fidedignos, así como 
tampoco podrán distribuir estas sumas, si no se han enjugado pérdidas de 
ejercicios anteriores que afecten el capital. 
 
1.19.2. El dividendo podrá pagarse en forma de acciones liberadas cuando así 
lo apruebe la asamblea general de accionistas con el voto del 80% de las 
acciones presentes en la reunión. 
 
En todo caso, cuando se configure una situación de control por subordinación 
en los términos previstos en la ley, sólo podrá pagarse el dividendo en acciones 
o cuotas liberadas de la misma sociedad a los socios que así lo acepten. A falta 
de esta mayoría, sólo podrán entregarse tales acciones a título de dividendo a 
los accionistas que así lo acepten. 
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Para el pago de dividendos en acciones, no se requiere elaborar reglamento de 
colocación de acciones, por cuanto no se está en frente de un contrato de 
suscripción de acciones por no haber un pago de aporte. Por lo tanto, no existe 
el consentimiento para celebrarlo toda vez que se trata de un negocio jurídico de 
pago o reconocimiento cierto de un derecho que corresponde al accionista y que 
tiene como fuente el contrato de sociedad; no puede hablarse de una oferta de 
acciones, por cuanto la relación jurídica que se configura en ella constituye el 
proyecto de un negocio jurídico que una persona formula a otra por tratarse de 
la extinción de una obligación por un medio de pago. 
 
1.19.3. El derecho que tiene el accionista sobre la capitalización de utilidades es 
abstracto, por cuanto se concreta en el momento en que se ha decretado el 
dividendo. Pero, así como el máximo órgano social con el quórum previsto en 
los estatutos, puede inmovilizar las utilidades no distribuidas, dándoles una 
destinación específica, goza de los mismos poderes para inmovilizar reservas o 
utilidades no distribuidas a través de su capitalización. 
 
Es legítimo que el máximo órgano social decida apropiar parte de las utilidades 
para la constitución de reservas ocasionales, siempre que no se vulnere el 
reparto mínimo de éstas. En criterio de esta Entidad, lo que sí constituye una 
situación abusiva, es retener indebidamente sumas que corresponden a 
utilidades cuya distribución no es legalmente obligatoria, para afectar a la 
compañía, a otros accionistas o para obtener para sí o para un tercero una 
ventaja injustificada (…)”.1 
 

En los anteriores términos se ha atendido su inquietud, no sin antes manifestarle que 
el presente oficio tiene los alcances del artículo 28 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, y que en la Página WEB de ésta 
entidad puede consultar directamente la normatividad, los conceptos que la misma 
emite sobre las materias de su competencia y la Circular Básica Jurídica, así como el 
aplicativo Tesauro donde podrá consultar la doctrina jurídica y la jurisprudencia 
mercantil de la Entidad. 
 
 
 
 
 
 
 
 

1 COLOMBIA. SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES. Circular Básica Jurídica 100-000008 (12 de julio de 2022). 
Disponible en: https://www.supersociedades.gov.co/documents/107391/161153/Circular+100-
000008+de+12+de+julio+de+2022.pdf/64cf7caa-1459-0c5c-65b8-b4c1d744569d?version=1.0&t=1671572805862  

https://www.supersociedades.gov.co/documents/107391/161153/Circular+100-000008+de+12+de+julio+de+2022.pdf/64cf7caa-1459-0c5c-65b8-b4c1d744569d?version=1.0&t=1671572805862
https://www.supersociedades.gov.co/documents/107391/161153/Circular+100-000008+de+12+de+julio+de+2022.pdf/64cf7caa-1459-0c5c-65b8-b4c1d744569d?version=1.0&t=1671572805862

